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resumen
■ El abuso de sustancias en las empresas es una lacra que tiene consecuencias desafortunadas en cualquier
relación laboral, tanto para las empresas (como el absentismo, el aumento de los costos médicos o la disminu-
ción de la productividad) como para los trabajadores (problemas de salud, despidos o discapacidades). A través 
del análisis de dos de los sistemas regulatorios más avanzados para cubrir este tema, se observará cómo, a pesar 
de las garantías comprobadas que existen con respecto a la protección de los derechos fundamentales a la salud 
(a través de Programas de Asistencia al Empleado —PAE—, ampliamente utilizados en los Estados Unidos de 
América) y al trabajo (a través del sistema regulador español), hay brechas importantes que deben ser cubier-
tas. Los preocupantes datos de consumo reflejados muestran que es necesario tomar medidas de acción concre-
tas, más allá de las meras declaraciones de intenciones, para garantizar claramente la protección de los derechos 
fundamentales que podrían conducir a una solución específica de este problema, que involucra a millones de 
empleados y empleadores en el mundo.
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aBstract
■ Substance abuse in companies is a scourge that has unfortunate consequences in any employment relationship,
both for companies (such as absenteeism, rising medical costs or decreasing productivity) and for workers (health 
problems, dismissals or disabilities). Through the analysis of two of the most advanced regulatory systems of covering 
this issue, it will be observed how, despite the proven guarantees that exist regarding the protection of fundamental 
rights to health (through Employee Assistance Programs —EAP—, widely used in the United States of America) 
and work (through the Spanish regulatory system), there are important gaps that need to be covered. The worrying 
consumption data reflected show that it is necessary to take concrete action measures, beyond mere declarations of in-
tent, in order to clearly guarantee the protection of both fundamental rights that could lead to a specific solution of 
this problem, that involves millions of employees and employers in the world.
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1. introducción
El uso de alcohol y drogas en el lugar de trabajo es un fenómeno complejo, 
multicausal y multidimensional. Dentro de su diversidad, requiere un enfoque 
abierto e interdisciplinario. La lacra del consumo de estas sustancias es un pro-
blema que afecta no solo a la esfera familiar y personal del individuo, sino tam-
bién en el lugar de trabajo, generando costos negativos que también afectan a la 
empresa, como el aumento del absentismo, el riesgo de accidentes, la disminu-
ción del rendimiento laboral o el mal ambiente de trabajo, entre otras.
Estos costos se reflejan en pérdidas reales, como lo demostró un estudio de 
1997 en el que fue observado que en España el abuso de alcohol causó pérdidas 
económicas estimadas en casi 4 millones de euros, de las cuales el 64,2% fueron 
atribuidas a pérdidas por absentismo y reducción de la productividad (Portella, 
1998: 59). Diez años después, en 2007, Estados Unidos perdió 193 mil millo-
nes de dólares por la disminución de la productividad causada por el abuso de 
sustancias ilegales en el trabajo, con pérdidas no solo económicas sino también 
en salud, valoradas en 11 mil millones de dólares (Executive Office of the Presi-
dent, 2011: 2)
El objetivo de este artículo es describir brevemente el escenario en el que se 
encuentran Estados Unidos y España en el uso de drogas y alcohol en el lugar 
de trabajo y comparar las formas en que ambos abordan este problema. De esta 
manera, podrán observarse los distintos puntos de vista desde los cuales ambos 
países plantean una solución a este conflicto, buscando similitudes y diferencias 
en ambos sistemas y evaluando cuál es más efectivo.
2. el contexto y la normativa española
Como punto de referencia al observar la situación en España, la fuente más 
actual y confiable para evaluar el impacto del consumo de sustancias en el lu-
gar de trabajo es la «Encuesta 2013-2014 sobre el uso de sustancias en el lugar 
de trabajo en España» (Observatorio Español de la Droga y las Toxicomanías, 
2015), desarrollada por el Ministerio de Salud, Servicios Sociales e Igualdad 
(Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas). En ella, se in-
forma sobre la prevalencia del uso de sustancias entre la población trabajadora 
(empleada o desempleada con trabajadores de 15 a 64 años) y la distribución de 
los consumidores de acuerdo con diferentes variables sociodemográficas y labo-
rales.
La encuesta recolectó diferentes datos preocupantes: el 11% de la población 
activa ha bebido alcohol diariamente en los últimos 30 días; el tabaco es, des-
pués del alcohol, la droga legal con la mayor proporción de consumidores en-
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tre la población activa en 2013 en España con el 34% de los fumadores diarios; 
en los últimos años en España ha habido una tendencia al alza en el consumo de 
hipnóticos también presente entre la población activa, habiendo aumentado el 
porcentaje de personas que han usado estas drogas en el último mes del 5% en 
2007 al 7% en 2013 y el cannabis es la droga ilegal más ampliamente utilizada 
entre la población activa, consumida por el 7% de los trabajadores en el último 
mes.
En términos de sustancias, la segunda droga ilegal más utilizada después del 
cannabis, con cierta distancia, es la cocaína (aunque se observa una tendencia li-
geramente a la baja desde 2007 —el 2% de la población activa lo ha consumido 
en los últimos 12 meses—). La prevalencia del consumo en los últimos 12 me-
ses de otras drogas (como anfetaminas, éxtasis, alucinógenos o inhalantes voláti-
les) es inferior al 1%.
La proporción de consumidores hombres es mayor que la de las mujeres en 
todas las drogas, excepto para los hipnóticos, donde se observa un predominio 
femenino (debe tenerse en cuenta cómo, mientras que la tasa en los hombres se 
estabiliza a partir de los años 90, con las mujeres aumenta, para el consumo de 
hipnóticos). La edad también influye en el patrón de consumo, ya que los traba-
jadores menores de 35 años tienen la mayor proporción de riesgo de consumo 
de alcohol y cannabis, y donde se concentra el porcentaje de consumidores de 
cocaína. Del mismo modo, el nivel educativo juega un papel importante, siendo 
aquellos que tienen un nivel educativo más bajo los que presentan las tasas más 
altas de consumo de todas las drogas legales e ilegales, según el estudio.
Los autores de esta encuesta observaron que, en general, no existen diferen-
cias significativas en el consumo entre empleados y desempleados. A partir de 
esto, uno podría pensar que la asociación entre el trabajo y el consumo de dro-
gas no es importante; sin embargo, la ocupación anterior puede haber contri-
buido al consumo de drogas, o algunos sostienen que el desempleo puede ser un 
elemento de riesgo para el consumo de drogas (Forcier, 1988).
El consumo de drogas, tanto legales como ilegales, entre la población ac-
tiva es un reflejo de lo que sucede en la población española en general, tanto en 
la proporción y características de los consumidores como en la evolución histó-
rica. En ambos, las sustancias con mayor prevalencia de consumo son alcohol, 
tabaco, cannabis y cocaína. Se muestra un aumento en el consumo de alcohol y 
sedantes hipnóticos en los últimos 12 meses y una disminución en el consumo 
de cannabis y cocaína durante el período 2007-2013.
La población activa registra un mayor porcentaje de consumo alcohol y ta-
baco y menos consumo de sedantes e hipnóticos que la población general y, lo 
que es más significativo, se descubre que, a una edad temprana y antes de co-
menzar a trabajar, el consumo de riesgo está presente en tasas similares a las de 
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los trabajadores adultos. También se observa una notable prevalencia de con-
sumo en ciertos sectores [como la construcción, la restauración y el transporte 
(AA.VV., 1993)] y ciertas categorías profesionales [principalmente las más ba-
jas, a excepción de ciertos medicamentos e hipnóticos sedantes (AA.VV., 1992: 
744)], así como una mayor incidencia en unidades productivas pequeñas y me-
dianas que en grandes corporaciones (AA.VV., 2006: 74).
En términos de regulación, el tratamiento de la drogodependencia en España 
es muy reciente, no así en el caso de la embriaguez, que se ha considerado como 
una causa de resolución del contrato de trabajo desde la Ley de Contrato de Tra-
bajo de 1977. En la principal ley laboral española actual —el Estatuto de los Tra-
bajadores, publicado por primera vez en 1980—, el artículo 54.2 f) contiene la 
siguiente definición: «se consideran incumplimientos contractuales: (...) la em-
briaguez habitual o toxicomanía si repercuten negativamente en el trabajo».
Para aplicar este artículo, la ley exige la presencia de tres requisitos básicos 
simultáneos: embriaguez o toxicomanía, habitualidad y repercusión negativa 
en el trabajo. Los tribunales entienden que los requisitos básicos de habituali-
dad (que no situaciones esporádicas o casuales, sino habituales) y el impacto ne-
gativo en el trabajo, requieren su presencia simultánea en el momento en que 
se produce, además, la afectación de la sustancia sobre el trabajador, y esto no 
siempre es sencillo. En muchos supuestos, la ausencia de alguno de estos requi-
sitos, por su dificultad probatoria —falta de pruebas biológicas que acrediten 
la afectación de la sustancia por el trabajador, situaciones puntuales donde no 
se observa habitualidad o perjuicio de poca entidad sobre los interés empresa-
riales— ha implicado la calificación del despido como improcedente [STS 29 
mayo 1986 (RJ 2748) y SSTSJ Castilla y León/Valladolid 6 noviembre 2000 
(JUR 60831/2001), Cataluña 16 abril 2002 (AS 1988), País Vasco 26 abril 
2005 (AS 2528)].
Por ello, la dificultad en la acreditación de estos requisitos normalmente 
lleva a la empresa a sancionar este comportamiento a través de otras conduc-
tas penalizadas en el artículo 54.2, tales como: faltas repetidas e injustificadas de 
asistencia o puntualidad, indisciplina o desobediencia, ofensas verbales o físicas, 
la transgresión de la buena fe contractual o disminución continuada y volunta-
ria en el rendimiento del trabajo normal o pactado [SSTSJ Cataluña 21 marzo 
2000 (AS 5537) o País Vasco 18 julio 2006 (JUR 100636/2007)].
La experiencia para las empresas en el uso de este artículo no es muy satis-
factoria debido a estas dificultades señaladas, que van desde certificar la pro-
pia afectación del trabajador de la sustancia hasta acreditar la habitualidad o el 
efecto negativo en la actividad y también el hecho de que la conducta no sea 
consecuencia de una enfermedad respecto de la cual el empleado pudiera necesi-
tar ayuda (lo que, incluso, podría suponer responder ante posibles vulneraciones 
de derechos fundamentales).
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El primer paso es demostrar el hecho de que el trabajador está bajo la influen-
cia de sustancias psicoactivas dentro del ambiente de trabajo y para esto es nece-
sario realizar una prueba médica para verificar en qué cantidad, qué sustancia y 
cómo afecta la misma sobre el empleado a la hora de trabajar. Para ello, el artículo 
22 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, referido al monitoreo de la sa-
lud, establece que empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilan-
cia periódica de su estado de salud en función de los riesgos inherentes al trabajo, 
pudiendo, por tanto, incluir este tipo de pruebas. Sin embargo, el problema re-
side en que estas pruebas solo pueden ser realizadas cuando el trabajador expresa 
su consentimiento y solo hay tres excepciones a esta regla: los supuestos en los que 
la realización de los reconocimientos sea imprescindible para evaluar los efectos de 
las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para verificar si el es-
tado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo —con am-
plia casuística para esta excepción (Goñi, 1997)—, para los demás trabajadores o 
para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en 
una disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y activi-
dades de especial peligrosidad (Fernández Domínguez, 2015: 127).
En cualquier caso, el empleador debe informar a los representantes de los 
trabajadores sobre el uso de estos medios, utilizar las pruebas menos intrusivas y 
molestas para el trabajador, respetar siempre la dignidad y la esfera de privacidad 
del trabajador, garantizar la confidencialidad y custodiar toda la información re-
lacionada con la salud del trabajador (no puede utilizar los datos obtenidos con 
fines discriminatorios ni en detrimento del trabajador). También se requiere 
personal médico con competencia técnica, capacitación y capacidad compro-
bada para realizar las pruebas.
El hecho de que la Ley regule la embriaguez y la toxicomanía como motivos 
de despido provoca un doble efecto negativo en el sistema legal español: por un 
lado genera incertidumbre legal, pues los tribunales no han escondido su prefe-
rencia hacia sancionar esta conducta a través de otras alternativas legales como la 
disminución del rendimiento [SSTSJ Murcia 17 junio 1993 (AS 3045), Cata-
luña 3 abril 1997 (AS 1398)] o la transgresión de la buena fe contractual [SSTSJ 
Cataluña 19 septiembre 2012 (AS 2942) y Galicia 13 marzo 2013 (AS 1800)]; y 
por otro obstruye la perspectiva rehabilitadora que debe de proyectar la norma, 
pues el consumidor habitual puede llegar a ser un enfermo y su conducto no de-
bería ser castigada si no es responsable de sus propios actos [STSJ País Vasco 20 
abril 2010 (AS 2043)].
Además, cabe tener en cuenta, como ya ha sido indicado, del doble riesgo 
que supone la regulación y sanción de esta conducta, pues el consumo excesivo 
de sustancias puede estar relacionada con la presencia de una enfermedad por 
parte del empleado [SSTSJ Galicia 10 enero 1991 (AS 26) y Madrid 10 abril 
2003 (AS 3086)] y por ello, esto puede no solo puede obstruir su proceso de re-
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cuperación, sino que puede suponer una discriminación por causa de la adicción 
(Johnson, 1985: 702).
Con este escenario en el marco regulatorio español, está claro que el abuso 
de sustancias en el lugar de trabajo se dirige hacia una perspectiva rehabilitadora 
y asistencial a los empleados, como es demostrado a través de las iniciativas lle-
vadas a cabo por los gobiernos autonómico mediante los planes de asistencia al 
empleado en los que la parte laboral es especialmente relevante. El bajo uso del 
artículo estatutario que castiga este comportamiento debido a sus complejos re-
quisitos y la evidencia emergente de que el consumo podría significar la existen-
cia de una enfermedad en el trabajador, significa que las regulaciones laborales 
españolas precisan de ser actualizadas de cara a un nuevo enfoque, más avanzado 
y asistencial hacia el empleado.
3. el contexto y las regulaciones de estados unidos
En los Estados Unidos de América, un estudio de la Administración de Ser-
vicios de Abuso de Sustancias y Salud Mental en el estado de Washington en 
2015 reveló que, de cada diez trabajadores a tiempo completo, al menos uno ha 
tenido problemas con el abuso de sustancias psicoactivas (Bush, 2015: 1).
Este estudio fue guiado por una muestra de más de 111.500 trabajadores a 
tiempo completo entre los años 2008 y 2012 y muestra que, en el último año, al 
menos el 9.5% de ellos han tenido problemas con drogas ilegales (una tasa más 
alta que la observada casi hace treinta años antes, donde alrededor del 7% de 
ellos habían tenido estos problemas de consumo). Entre el 9% de los trabajado-
res de entre 18 y 64 años habían consumido drogas ilegales o bebieron en exceso 
(cinco o más bebidas al mismo tiempo) en el último mes.
Los niveles generales de consumo y los trastornos por abuso de sustancias 
se han mantenido en las mismas tasas desde el último estudio realizado por la 
misma institución en 2007 (AA.VV., 2007), sin embargo, ha habido cambios 
importantes en ciertos sectores: en el sector de la construcción, las tasas de con-
sumo cayeron significativamente de aproximadamente 17% al 14%; en el sector 
hotelero y la industria de servicios de alimentos, las tarifas aumentaron de casi 
el 17% en 2007 a más del 19% para el año 2015; en el sector de la Administra-
ción Pública, se observa que solo un 4% había consumido en el último mes, en 
comparación con las altas tasas de consumo de los empleados del sector de hos-
telería y hotelería, que se ubica en un 19%. En el sector de la salud, el consumo 
de alcohol en el último mes se inclinó alrededor de un 4.4%, y en general existe 
un importante riesgo no solo para el trabajador, sino para el paciente, al ser esti-
mado que uno de cada diez profesionales de la salud caerá en el abuso de al cohol 
y drogas en algún punto de sus vidas (Skerret, 2012).
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Si bien los niveles generales de consumo entre los trabajadores estadouni-
denses permanecen estables desde la última encuesta nacional registrada, los 
problemas de abuso de sustancias representan un gran riesgo para la salud, la se-
guridad y la productividad del empleo en los Estados Unidos, y las regulaciones 
de este tema dependen la mayoría de las veces en cada estado.
Para los empleados no sindicalizados de empresas privadas en los Estados 
Unidos [93.3% (US Departament of Labour, 2015)], la conducta del abuso de 
sustancias podría representar un despido discrecional sin previo aviso y sin to-
mar en cuenta los derechos adquiridos anteriores [esto es lo que se llama en el 
Estado de Washington «una discreción estatal» o «a state discretion» (AA.VV., 
2019: 104)]. Esta doctrina consuetudinaria estadounidense, también llamada 
empleo «a voluntad» o «at will», es la regla general que impera en las relaciones 
laborales en todos los estados a excepción de Montana y consiste en la que un 
empleado puede ser despedido por un empleador por cualquier motivo (es de-
cir, sin tener que establecer una «causa justa» para el despido), y sin previo aviso 
(Muhl, 2001).
Sobre la base de estos hechos, y sabiendo cuál es la consecuencia inmediata 
de esta actitud en el lugar de trabajo, tanto empleador como empleados deben 
concienciarse de que este no es solo un problema corporativo, sino humano 
y los programas asistenciales (como los Programas de Asistencia al Empleado 
—PAE— o Employee Assistance Programs —PAEs—) podrían ser parte de la so-
lución.
En este sentido, durante varios años los PAE han estado ganando una gran 
influencia en los Estados Unidos de América, y pueden describirse como herra-
mientas «fundamentadas en el empleo que opera desde la organización del tra-
bajo para identificar a los “trabajadores con problemas”, motivándolos a resol-
verlos y brindándoles acceso a asesoramiento y tratamiento cuando lo necesiten» 
(Sonnenstuhl, 1990: 7).
Originado en la década de 1940, y siguiendo el éxito de otros programas 
como Alcohólicos Anónimos, algunas empresas grandes en los Estados Unidos 
aplicaron los PAE (incluidos DuPont y Kodak, entre otros) para resolver pro-
blemas serios de alcoholismo, especialmente de la población ubicada en barrios 
conflictivos de grandes ciudades (Ames, 1985: 492). De las 4 a 6 compañías 
que las habían establecido entre 1940 y 1945 [y después de algunos comienzos 
vacilantes «en aumento lento pero constante» (Trice, 1981: 186)], en los años 
80 había más de 4.400 que aplicaban estos programas (Colantonio, 1989: 13). 
Principalmente fueron influenciados por Harold Everett Hughes, el senador de 
Iowa conocido como «Sr. Adicción», que impulsó en 1972 la modificación de la 
ley que lleva su nombre (la «Ley Hughes» de 1970) y por la cual se creó el Insti-
tuto Nacional sobre Abuso de Alcohol y Alcoholismo para incluir expresamente 
el abuso de drogas en el lugar de trabajo (Steele, 1989: 511). También se publi-
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caron las normativas de la Orden ejecutiva 12564 y la Ley de lugares de trabajo 
libres de drogas en 1988.
A partir de ese momento, a pesar de que los datos variaban significativa-
mente según el tamaño de las empresas (AA.VV., 1996: 804) y los sectores 
utilizados (Bureau of Labor Statistics, 1989), el camino se guió hacia la gene-
ralización de los PAEs. Principalmente a fines de los 90 y principios de siglo, 
estos programas llegaron a más de 100 millones de estadounidenses en 2002 
(D ickman, 2009: 30; AA.VV., 2004); en 2004, al 70% de la fuerza laboral de 
América del Norte (Society for Human Resources Management, 2006) y en 
2008, el 75% de la misma [con una tasa del 52% en las pequeñas empresas, el 
76% en las medianas y el 89% en las grandes (Employee Benefits News, 2007)] 
(Society for Human Resources Management, 2008).
La estructura de los PAE consiste en diferentes etapas donde la figura del 
supervisor del trabajador toma un papel singular en la medida en que realiza 
la detección inicial del consumo. El supervisor identifica a los trabajadores con 
problemas por los resultados negativos en el trabajo y debe documentar los he-
chos que conducen a la pérdida de productividad (Mangione, 1999: 268). Este 
agente también debe confrontar al empleado con los datos recopilados y aseso-
rarlo sobre las consecuencias de este comportamiento en el lugar de trabajo, in-
cluida la oferta de tomar el PAE [se considera que este primer diálogo causa un 
fuerte impacto e influye considerablemente en la elección del empleado del PAE 
(Scheneider, 2000: 60)]. Si se ha detectado el uso de sustancias a través de prue-
bas de salud o si el comportamiento del propio trabajador representa un peligro 
real para el propio empleado, para otros colegas o para la actividad, el supervisor 
invitará al empleado a usar el PAE (Frone, 2012), bajo la advertencia que, de lo 
contrario, podría haber consecuencias más drásticas en términos de su posición 
en la empresa.
En la etapa de asesoramiento, el empleado recibe consejos relevantes para 
eliminar la causa del problema, utilizando tratamiento, supervisión y rehabili-
tación, incluida la atención a posibles recaídas (Foote, 1992: 246). Por lo gene-
ral, esta intervención es suficiente y satisfactoria, pero si no lo fuera, el trabaja-
dor es enviado desde el PAE a los servicios de salud (Zarkin, 2000: 77), lo que 
conllevaría ajustes en su relación laboral con la empresa, incluida la suspensión 
del contrato con derecho de reingreso después de pasar con éxito el tratamiento 
(EMCDDA, 2012: 112).
La gestión de los PAE, tradicionalmente interna a las empresas (adjunta a 
los departamentos de recursos humanos, el servicio médico u otra unidad orga-
nizativa específica) ha visto cómo el aumento en la cartera de servicios ofrecidos 
hace que los empleadores externalicen cada vez más estos programas. Lo que co-
menzó en la década de 1970 como algo extraordinario con la iniciativa llevada 
a cabo por Human Affaire International y Personnel Performance Consultants 
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se ha convertido en un negocio rentable al que recurren más del 80% de las em-
presas [un porcentaje que disminuye al 50% en grandes unidades de producción 
(AA.VV., 1996)].
Los buenos resultados en productividad, la disminución en los recursos de 
atención médica y la reducción de costes directos e indirectos, ayudaron a ex-
pandir la oferta en servicios de estos programas especialmente en tiempos de ex-
pansión económica (Kirk, 2003, 140). Los tratamientos incluyeron una amplia 
variedad de problemas que también afectan el bienestar personal del empleado 
y su productividad (Roman, 1981: 244), tales como: problemas de salud física y 
mental, situaciones conflictivas en el trabajo, conciliación entre la vida personal 
y laboral, el matrimonio y la familia (Herlihy, 2005) e incluso problemas legales 
o financieros (Willburn, 2007: 12).
Estos programas, por lo tanto, tienen ahora una perspectiva amplia hasta el 
punto de desdibujar su propósito original (Grant, 2008: 890) con aspectos no 
solo individuales sino de la propia organización (AA.VV., 2009: 2), como infor-
mar sus problemas a los superiores o consultas de gestión (McGuire, 1993: 19), 
cambios en la unidad de producción y los problemas de desarrollo de la fuerza 
laboral (Hyde, 2008: 2), así como ofrecer servicios preventivos y respuesta in-
mediata a incidentes críticos en los lugares de trabajo (Everly, 2008: 14 )
Con todo, y a pesar de que los PAEs «ofrecen más interés que nunca» 
(M errick, 2007: 1262), es preciso apreciar que existe una «escasez relativa de es-
tudios sobre estos programas» (Roman, 2002: 50), y específicamente sobre su 
efectividad (Kurtz, 1984: 33), por lo tanto, no se recomienda combinarlos con 
otras iniciativas complementarias lejos de su objetivo principal [alcohol, drogas, 
salud mental (Steel, 1998)], avanzando, de esta manera, hacia estándares de más 
calidad (Masi, 2005: 157 ). También es necesario contemplar estándares co-
rrectos de privacidad desde los entornos médicos y empresariales (para lo cual 
es efectiva la Ley de Estadounidenses con Discapacidades —Americans with Di-
sability Act—, que brinda cierta cobertura contra la discriminación de aquellos 
que han tomado los PAEs) y de confidencialidad, lo cual podría ayudar al em-
pleado a inclinarse por la utilización de estos programas (Reynolds, 2003: 240). 
La falta de regulación específica o estándares unificados con respecto al uso de 
estas herramientas en el país causa algunas deficiencias que pueden alejarlos de 
la perspectiva inicial rehabilitadora del problema de abuso de sustancias en el 
trabajo.
4. conclusiones
El afrontamiento de esta problemática (no solo en Estados Unidos de Amé-
rica ni en España, si no en cualquier pais del mundo) sin duda supone una di-
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ficultad que traspasa las fronteras de las leyes e involucra conceptos de dere-
chos fundamentales como el derecho a la salud (en cuanto a que todo aquel que 
abusa de sustancias puede llegar a ser considerado como un enfermo) y el dere-
cho fundamental del trabajo (en cuanto no perder su trabajo por sufrir esta en-
fermedad). Estos dos derechos fundamentales son la llave esencial para encon-
trar la solución a esta lacra no sólo dentro del trabajo sino también fuera de él.
Tanto España como Estados Unidos tienen medidas muy positivas que pro-
tegen o bien el derecho a la salud del empleado o bien el derecho al trabajo, pero 
también tienen carencias que, en síntesis, podría complementar el otro país.
En el caso de España el derecho al trabajo está protegido por una norma-
tiva garantista de los derechos sociales con origen en 1980 (Estatuto de los Tra-
bajadores). El artículo 54.2 f) de esta normativa, a pesar de que permite al em-
presario despedir al trabajador que manifieste esta conducta en la compañía, 
exige acreditar estrictamente dos requisitos que deben darse de manera simultá-
nea (habitualidad en ese abuso de sustancias y la repercusión negativa al trabajo, 
además de la prueba del propio consumo por parte del trabajador). La dificul-
tad en la prueba de estos dos requisitos hace que la utilidad de este artículo por 
parte de ellos empresarios sea muy limitada y que su condición en la empresa 
por el solo hecho de tener esta enfermedad este más protegida que por ejemplo 
en Estados Unidos, donde prolifera el llamado empleo «at will» o despido dis-
crecional sin causa. Además, debe ser tenido en cuenta que, como ya ha sido in-
dicado, el consumo excesivo de sustancias puede estar relacionada con la presen-
cia de una enfermedad por parte del empleado y por ello, esta respuesta no solo 
puede obstruir el proceso de recuperación, sino también puede implicar una 
causa de discriminación que devenga el nulo el despido.
Por otro lado, en cuanto al derecho a la salud, España no alcanza el nivel de 
los Estados Unidos, donde si proliferan los llamados PAEs o Programas de Asis-
tencia a los Empleados. A pesar de que hayan sido impulsados criterios para su 
adaptación en la normativa española (también desde los gobiernos regionales), 
el abanico de servicios es tan amplio y costoso que desvirtúa la intención inicial 
[donde en algunas recomendaciones incluso no referencian ni al alcohol ni a las 
drogas (Solé y Balduque, 2007)] y, más allá de algunas grandes empresas, han 
sido pocas las que los han implantado (Roman y Blum, 2002). A pesar de que 
la ley obliga al empresario a garantizar la seguridad y salud de los trabajadores 
(art. 14 LPRL) el nexo del consumo de sustancias con el riesgo laboral no está 
claro, y, por ello, deriva en un complejo desarrollo probatorio que no siempre 
garantiza esta imposición al empresario (Fernández, 2015: 75).
En Estados Unidos, por el contrario, existe una amplia concienciación de 
los PAEs, que permiten al empleado concentrarse en proteger su derecho fun-
damental a la salud a través de elaborados programas que desarrollan princi-
palmente empresas externas y en los que están implicados varios agentes (su-
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pervisores, médicos, o responsables de recursos humanos). Sin duda existe en 
este país una mayor concienciación de los perjuicios que puede suponer en el 
trabajo un abuso del consumo de sustancias en comparación con España, sin 
embargo, cómo se ha indicado, el llamado empleo «at will» o despido discre-
cional (sin causa inexistente en España) supone un retroceso en cuanto a la 
protección del derecho al trabajo y por ello es una carencia que este país debe-
ría de mejorar.
Con todo, y en base a lo recogido de los países analizados, puede decirse que 
las carencias que tiene uno tiene en cuanto a los derechos fundamentales de la 
salud y el trabajo pueden ser complementadas con las coberturas que existen en 
el otro país. En este sentido, en España, a pesar de que el marco normativo pre-
cisa una adaptación a la realidad social de esta problemática, el derecho funda-
mental al trabajo está más protegido que en Estados Unidos con el llamado em-
pleo «at will» o despido discrecional sin causa. Por otro lado, en Estados Unidos 
el derecho a la salud ha tenido más calado a través de los llamados PAEs, con 
una concienciación que no ha existido en España (a pesar de que existan empu-
jes desde los gobiernos regionales) y cuya reforma normativa sea, quizás, más ur-
gente que la adaptación del empleo «at will» en Estados Unidos.
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